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 Organización de los Estados Americanos/Universidad de Harvard 
 Proyecto en Colombia: 
 
 Observaciones y Recomendaciones 
 
 Antecedentes 
 
 En mayo de 1997,  el Gobierno de Colombia, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
solicitó a la Secretaría General de la OEA que convocara la participación de Harvard University para 
auspiciar una investigación in situ del conflicto entre los indígenas U'wa y las compañías petroleras 
Occidental de Colombia (OXY) y su socio Compañías Shell de Colombia, trabajando bajo un 
Contrato de Asociación con la empresa nacional colombiana Ecopetrol dentro del Bloque Samoré 
situado en el nororiente del país. En la opinión del Ministerio, dada la importancia del caso, tanto del 
punto de vista de los derechos indígenas como de la economía nacional, y en vista de las dificultades 
encontradas en adelantar discusiones productivas entre los varios sectores, se pedía ayuda externa en la 
búsqueda de opciones y recomendaciones hacia la resolución del conflicto.  
 
 La Secretaría General, a través de la Unidad para la Promoción de la Democracia (UPD), 
respondió enviando un equipo conjunto, denominado “Proyecto OEA/Harvard en Colombia”, 
compuesto por expertos en el análisis y la prevención de conflictos interétnicos de la Unidad para la 
Promoción de Democracia y del Programa de Sanciones No Violentas y Supervivencia Cultural 
(Program on Nonviolent Sanctions and Cultural Survival, o PONSACS) del Centro de Asuntos 
Internacionales (Center for International Affairs) de Harvard University.   
 
 Con el apoyo logístico de la Oficina Nacional de la OEA en Colombia, el equipo del Proyecto 
OEA/Harvard viajó a Colombia entre el 14 y 22 de mayo de 1997 y nuevamente entre el 30 de julio y 
3 de agosto, para llevar a cabo una primera evaluación del caso Samoré. El objetivo de las visitas fue 
recopilar las perspectivas y opiniones sobre el caso, tanto del gobierno colombiano como de las otras 
partes, preparar una descripción sobre las varias perspectivas de las partes involucradas en el  conflicto 
y, como producto final, elaborar un informe con recomendaciones encaminadas hacia un manejo del 
conflicto. Basado y condicionado en la obtención de resultados propicios en la evaluación preliminar, se 
esperaba desarrollar un programa de trabajo que pudiera conllevar al diálogo y potencialmente a un 
proceso de negociación. 
 
 El Caso Samoré: Un Breve Resumen 
 
 El Pueblo U'wa es un pueblo indígena tradicional colombiano ubicado al nororiente de 
Colombia.  La compañía Occidental de Colombia (el Operador dentro del bloque y filial de la 
compañía norteamericana Occidental Oil and Gas) empezó en el año 1992 los trámites para obtener del 



Estado colombiano las licencias necesarias para llevar a cabo la exploración y extracción de petróleo 
dentro de un área dentro del cual existía un resguardo, una reserva y territorios tradicionales del Pueblo 
U'wa.  La licencia ambiental la expidió  el Ministerio de Medio Ambiente el 3 de febrero de 1995,  
permitiendo así trabajos de prospección petrolífera. 
 
 A raíz del ortogamiento de la licencia ambiental, las denuncias de los indígenas por los trabajos 
de prospección realizados y anticipados en tierras que ellos consideran como su territorio tradicional, 
empezaron a llegar a las oficinas de los Ministerios públicos como la Dirección General de Asuntos 
Indígenas y la Defensoría del Pueblo.   A su vez, informaciones periodísticas ampliamente difundidas, 
declararon que miembros de la comunidad U'wa se oponían a estos trabajos y hasta habían amenazado 
con suicidios colectivos, si se  llevaban a cabo en sus territorios. 
 
 El Defensor del Pueblo, actuando en nombre del pueblo U'wa, optó por instaurar una tutela 
ante el Tribunal Superior de Bogotá en favor del pueblo U'wa y en contra de la Oxy y del Ministerio del 
Medio Ambiente por otorgar la licencia ambiental, señalando los derechos y deberes de los grupos 
indígenas contenidos en las leyes y, en particular, en la Constitución colombiana. El Defensor hizo 
énfasis en la falta de una consulta previa adecuada con el pueblo U'wa sobre el proyecto, siendo ésto 
uno de los requisitos que forman parte de los procedimientos para obtener la licencia ambiental. 
 
 La situación se complicó aún más cuando la Corte Suprema de Justicia de Colombia 
afirmó que la "consulta previa" que OXY dijo que fue realizada, no fue válida, mientras que el Consejo 
del Estado declaró lo contrario: que OXY tenía licencia para entrar al territorio U'wa y que sí había 
cumplido con el requisito de la consulta.  
 
 No obstante un fallo del Consejo de Estado, el Ministerio de Minas y Energía y la Oxy 
señalaron que iniciarían conversaciones con los representantes de la comunidad U'wa, con el fin de 
restablecer el diálogo con la comunidad indígena y que no se continuarían los trabajos de prospección 
hasta no resolverse este conflicto. 
 
 Como resultado de gestiones adelantadas por el gobierno colombiano, el 21 de abril se llevó a 
cabo en la Presidencia de la República una reunión a la que asistieron los representantes de la 
comunidad U'wa y los Ministros de Minas y Energía, del Interior y del Medio Ambiente, quienes se 
comprometieron a continuar con el proceso de entendimiento con la comunidad, escuchar sus 
argumentos en torno al proyecto de explotación del Bloque Samoré y propiciar un nuevo encuentro.  
Este último se llevó a cabo en el Chuscal, territorio U'wa, el 29 y 30 de mayo, con la participación de 
los tres Ministros y las autoridades de la comunidad indígena U'wa.  
 
 A pesar de estos intentos, tanto de parte del gobierno Colombiano como de los pueblos y 
organizaciones indígenas, las dificultades encontradas podrán  adelantar discusiones productivas entre 
los varios sectores, por lo que se continúan sin variaciones el papel del Proyecto OEA/Harvard.  
 
 Síntesis de la Misión 
 



 En la primer visita, el equipo conjunto OEA/Harvard logró reunirse con los representantes de 
los Ministerios de Minas y Energía,  Medio Ambiente, Relaciones Exteriores y del Interior y las oficinas 
públicas vinculadas de un modo u otro a este conflicto (Defensoría del Pueblo, Dirección General de 
Asuntos Indígenas (DGAI), Instituto Colombiano para la Reforma Agraria (INCORA), Procuradora 
General de la Nación, Corte Constitucional, Consejo del Estado, Senador Lorenzo Muelas, Ecopetrol. 
También se lograron efectuarse entrevistas con representantes de la Organización Nacional Indígena 
Colombiana (ONIC), el representante oficial de la comunidad U'wa, y representantes de las 
compañías Ecopetrol, Compañías Shell de Colombia, y Occidental de Colombia. En dichas reuniones 
se realizaron extensas entrevistas con estos representantes quienes presentaron información 
complementaria para el análisis del caso. 
 
 Se observó que el conflicto había desbordado el ámbito jurídico y se había transformado en un 
asunto político que tiene de por medio aspectos culturales y sociales que no pueden obstaculizar un 
proceso de negociación.   
 
 A través de los medios de comunicación internacionales, se había transmitido al público una 
imagen demasiado simplista de la situación, tratándose, según ellos, de un conflicto "clásico" en el cual 
una pequeña comunidad indígena, enfrentando el ingreso a sus tierras de una empresa multinacional, 
siente que sus valores culturales básicos e integridad territorial están siendo amenazados.  Luego de 
realizar la misión, los mismos integrantes del Proyecto OEA/Harvard determinaron que el caso Samoré 
era un conflicto multilateral mucho más complejo de lo que ellos habían imaginado originalmente y que 
transcendía escenarios nacionales creando impactos sobre la política de inversión petrolera del gobierno 
colombiano y riesgos a las garantías constitucionales de los grupos indígenas de Colombia.  Al mismo 
tiempo, ha creado grandes dificultades y cuestionamientos para los defensores de los derechos 
humanos, los ambientalistas, y la misma industria petrolera.  
 
 A raíz de los resultados preliminares de la misión y para poder cumplir con el compromiso de 
elaborar recomendaciones, el equipo OEA/Harvard se mantuvo en contacto con varios de los grupos y 
organizaciones, tanto para recibir informaciones y opiniones adicionales, como para sondear opciones 
para las recomendaciones aquí incluidas. Además, en julio de 1997, el Proyecto organizó una segunda 
misión a Colombia. El propósito era aclarar varios puntos con individuos y organizaciones con quienes 
se había reunido anteriormente y reunirse con individuos quienes no estuvieron presentes durante la 
primera visita.  
 
 A base de estas visitas y entrevistas se prepararon estas observaciones y recomendaciones. 
Este informe incluye: 1) un resumen de las observaciones y conclusiones de las dos visitas a Colombia; 
2) una descripción breve de las partes principales involucradas en este conflicto; y 3) recomendaciones 
para desarrollar un tratamiento del conflicto. 
 
 Presentación del caso- U'wa ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
 
 En el mes de mayo 1997 los  peticionarios, Asociación de Cabildos Mayores del Pueblo 
U'wa, la Organización Nacional Indígena de Colombia y la "Coalición for Amazonian Peoples and 



Their Environment" presentaron una denuncia  ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos alegando que no se llevó a cabo una adecuada “consulta previa” y que no se habían tomado 
las medidas necesarias para proteger la integridad personal, cultural, económica y medioambiental de 
los U'wa. Se alega que cualquier exploración petrolera en los territorios de los indígenas perjudicaría 
gravemente su cultura, religión, integridad personal etc.  En la comunicación de apertura del caso, la 
Comisión solicitó al gobierno colombiano información sobre un pedido de medidas cautelares hecho 
por los peticionarios en su denuncia.  
 
 Tanto la Comisión como la UPD y la misión conjunta OEA/Harvard se han mantenido en 
comunicación sobre los procesos paralelos que se están llevando a cabo con respecto al Caso Samoré. 
 Se ha contemplado la posibilidad de una cooperación entre la misión conjunta OEA/Harvard y la 
Comisión, si se llega a un proceso de diálogo y negociación.  La UPD ha ofrecido su colaboración a la 
Comisión en este caso. 
 
 
 

Observaciones 
 

Los actores principales 
 
 Para muchos de los grupos de los sectores público y privado de Colombia, el conflicto actual 
relacionado con la producción de petróleo en el Bloque Samoré, se ha transformado en un tema 
político y económico en el ámbito nacional.  Los debates que se han centrado en la situación, en los 
cuales los principales participantes han sido el pueblo indígena U'wa y las compañías petroleras 
internacionales, constituyen un telón de fondo dramático para el intercambio de ideas sobre una amplia 
gama de intereses y preocupaciones nacionales.  Las observaciones que se incluyen están basadas en 
entrevistas y estudios con todos los grupos de interesados que se mencionan más adelante.  No 
obstante, las recomendaciones se centran en una cantidad más limitada de actores y zonas - el pueblo 
U'wa, la Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC), Occidental de Colombia, las 
Compañías Shell de Colombia, Ecopetrol, y tres ministerios colombianos (de Minas y Energía, del 
Interior y de Medio Ambiente), cada uno de los cuales está relacionado con las actividades dentro del 
Bloque Samoré. 
 
 Sin embargo, el Proyecto OEA/Harvard en Colombia reconoce las implicaciones y la 
importancia en el ámbito nacional y regional de esas cuestiones de más amplio alcance.  Muchas de las 
observaciones y recomendaciones generales que se refieren al caso concreto del bloque Samoré son 
aplicables, o lo serán en el futuro, a otras situaciones relacionadas con la explotación de recursos 
naturales en territorio indígena, propiedad comunal y zonas protegidas similares, o en su proximidad. 
 
 Las observaciones y recomendaciones posteriores que se incluyen ponen la mira en los 
siguientes actores: 
 
 1.  Grupos indígenas 



 
  a.  Los U'wa (en todos los sectores) 
  b.  Los dirigentes de la Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC) 
 
 2.  Compañías petroleras 
 
  a.  Occidental de Colombia, Inc. (el operador, identificado por la sigla OXY) 
  b.  Compañías Shell de Colombia (el socio, identificado como Shell) 
  c.  Ecopetrol (la empresa nacional petrolera de Colombia) 
 
 3.  Ministerios, direcciones y agencias del Gobierno colombiano 
 
  a.  Ministerio de Minas y Energía 
  b.  Ministerio del Interior 
  c.  Ministerio del Medio Ambiente 
  d.  Ministerio de Agricultura/INCORA 
 
 1.  Organizaciones no gubernamentales de Colombia.  Hay varios sectores y grupos 

dentro de Colombia que han manifestado interés o han colaborado en programas de 
investigación y apoyo relacionados con el conflicto. 

 
 2.  Guerrillas.  La presencia del grupo guerrillero Ejército de Liberación Nacional (ELN) en la 

región se yergue como una sombra silenciosa sobre todos los actores y complica cualquier 
análisis o esfuerzo que se realice para encarar el conflicto.  El ELN ha demostrado que tiene la 
capacidad de interrumpir el flujo de petróleo y matar a las personas que participan en labores 
relacionadas con ese recurso.  Se ha tomado nota de este problema en lo que atañe al proyecto 
OEA/Harvard, pero no es un factor que se haya incluido en las recomendaciones lo cual no 
disminuye su trascendencia.  Por el contrario, al centrar la atención principalmente en aspectos 
relacionados con la disputa "OXY-U'wa", se puede percibir con más claridad y encarar el 
papel que desempeñan los guerrilleros del ELN, que algunos han confundido con los que salen 
en legítima defensa de los derechos indígenas. 

 
A. Fuentes del conflicto 
 
 Según el Proyecto OEA/Harvard se puede llegar a una comprensión más clara del conflicto 
actual con fundamento en lo siguiente: 
 
1. Diferencias culturales importantes 
 
 Conforme se ha determinado durante la elaboración del Proyecto, antes del conflicto existían 
diferencias culturales importantes y pronunciadas que siguen siendo los obstáculos principales que 
impiden su solución.  La mayoría de los U'wa tenían conocimiento de la producción de petróleo en la 
zona de Cano Limón y un gran porcentaje de ellos había trabajado en el lugar de producción o en 



actividades relacionadas.  No obstante, a medida que se pusieron en marcha los planes y actividades en 
el Bloque Samoré, se produjo un choque entre grupos locales y las empresas, cada uno con distintas 
"maneras de entender", lo cual los convirtió en interesados en una disputa que posteriormente adquirió 
mayores proporciones. 
 
 Al igual que otras disputas prolongadas relacionadas con el uso de recursos y tierras, los 
reclamos de las partes respectivas siguen enmarcados en percepciones notoriamente diferentes y, por 
ende, sus relaciones están suspendidas en un aura de incomprensión mutua. Sin embargo, el caso de los 
U'wa es extremo en este sentido. Las brechas que existen en la comprensión mutua abarcan desde los 
principios de orden básicos, tales como la naturaleza del mundo y el saber, hasta conductas cotidianas 
como las relaciones entre los grupos y el significado de la interacción. 
 
 Las organizaciones indígenas U'wa, las compañías petroleras y el Gobierno colombiano 
reconocen y admiten esas diferencias generales.  No obstante, hubo muy poca indicación, más allá de 
declaraciones públicas de que las compañías petroleras no entrarían a tierras de los U'wa, de que 
dichas empresas y la mayoría de las agencias del gobierno hubieran adquirido una comprensión 
suficiente de la cultura U'wa que les permitiera llegar a acuerdos futuros sobre los elementos esenciales 
del conflicto.  De manera similar, los grupos indígenas demostraron que tenían un conocimiento muy 
limitado de las premisas y necesidades básicas de la industria petrolera y la economía nacional y que 
tampoco habían llegado a comprender de manera adecuada los métodos específicos empleados en la 
producción de petróleo en el Bloque Samoré, o sus repercusiones presentes y futuras.  En ese sentido, 
los pueblos indígenas, los U'wa, y los líderes de la organización nacional indígena, continúan 
demostrando una profunda preocupación e incertidumbre en lo que se refiere al amplio impacto cultural 
del petróleo. 
 
 El vocablo "cultura" se entiende utilizando dos métodos diferentes, que no obstante son 
complementarios y pueden aplicarse tanto a las compañías petroleras como a los grupos indígenas, y 
hacer distinciones. 
 
 a. Cognitivo - Se refiere a la manera en que una persona y grupo adquiere conocimientos 

sobre la manera en que se crea, ordena y mantiene el mundo en general.  El proceso es 
individual y comunal en parte, las observaciones personales y las imágenes propias a menudo 
cobran forma y son confirmadas por la propia comunidad.  Asimismo, el proceso genera 
valores, sentimientos y preocupaciones relacionados.  Este método de encarar el vocablo 
cultura ilustra cómo las personas, en su carácter individual y como parte de un grupo, crean su 
sentido de orden, lógica y significado que, por otra parte, constituyen el fundamento de sus 
valores y creencias. 

 
 Se puede ilustrar el método utilizando un ejemplo de particular trascendencia en el conflicto 

actual, vale decir el de la tierra en que viven los U'wa.  Aparentemente, las compañías 
petroleras y algunas agencias gubernamentales tienen opiniones sobre la tierra que son 
drásticamente diferentes a las de los U'wa y los grupos indígenas y no indígenas que los 



respaldan, que incluyen la formación inicial, la estructura actual y las necesidades futuras de la 
tierra. 

 
 El concepto y los valores conexos de las compañías petroleras y las agencias del gobierno se 

fundamentan en sus percepciones sobre la formación geológica y subsecuente estructura física, 
superficie y capa subterránea de la tierra.  Por otro lado, los pueblos indígenas ponen énfasis en 
la creación espiritual del universo --el cielo y el infierno-- así como en la superficie terrestre.  A 
su vez, sus valores conexos se centralizan en la necesidad de mantener el frágil equilibrio que se 
estableció inicialmente entre esos niveles.  Esos conceptos --que se diferencian entre los 
sectores pero que son compartidos dentro de ellos-- muestran un aspecto de las diferencias 
culturales que existen. 

 
 b. Social -- Se refiere a la amplia gama de estructuras sociales, políticas, económicas y 

rituales que establece una comunidad a los efectos de ordenar, mantener y garantizar 
sus valores, sentimientos, preocupaciones y la cohesión social.  Se trata de la 
organización social y política de un grupo en particular que ofrece un vehículo para el 
reconocimiento y la comprensión pública de los valores espirituales de una comunidad y su 
mantenimiento. 

 
 Lo anterior puede ilustrarse utilizando el mismo ejemplo que se mencionó anteriormente, a 

saber, la tierra en que viven los U'wa.  Distintos sectores del pueblo U'wa, las compañías 
nacionales e internacionales y las agencias gubernamentales tienen un concepto diametralmente 
diferente de las formas de organización social, autoridad, respeto de los valores espirituales y 
de los lugares sagrados y la realización de rituales que son esenciales para mantener la unidad, 
el equilibrio, la productividad y la integridad de la sociedad y la tierra. 

 
 Las compañías petroleras y la mayoría de las agencias del gobierno admiten y aceptan la 

necesidad de la sostenibilidad ecológica.  No obstante, con fundamento en los distintos 
conceptos que tienen sobre la tierra, han establecido prioridades sociales y políticas y creado 
instituciones que se focalizan en los medios para generar ingresos procedentes de los recursos 
naturales de la zona.  Hacen hincapié en el hecho de que la utilización de esos recursos es 
fundamental para la industria y para la sociedad y la economía colombianas. 

 
 Los pueblos indígenas también se han basado en sus conceptos.  Su reacción ha sido crear 

estructuras sociopolíticas y religiosas que, a su entender, son esenciales para mantener el 
equilibrio mundial y el orden dentro de la comunidad, como lo demuestran sus declaraciones 
públicas, rituales privados y su organización sociopolítica. 

 
 Las breves observaciones "culturales" y ejemplos que se incluyen en este documento no 
pretenden explicar o exponer en detalle los rasgos cognitivos o sociales específicos de los sectores que 
están envueltos en el conflicto sino que se los incluye como mera ilustración de las diferencias 
importantes que existen entre los sectores.   
 



 Ya se ha documentado o divulgado mucha información, que puede ser fácilmente obtenida, 
sobre los U'wa, la economía nacional e internacional y los aspectos políticos de la industria petrolera.  
Probablemente no sea posible llegar a un total entendimiento mutuo, no obstante lo cual las partes 
deberán empeñarse con mucho más ahínco para aumentar el nivel actual de conocimientos. 
 
 Los miembros del equipo del Proyecto OEA/Harvard, con fundamento en las definiciones que 
se han esbozado más arriba, tomaron nota y otorgaron importancia al papel que corresponde a las 
diferencias culturales en el actual conflicto.  Tanto desde el punto de vista cognitivo como social, 
muchos de los indígenas y los grupos que los respaldan perciben a la explotación de petróleo como una 
amenaza futura para la cultura U'wa.  Esas percepciones opuestas han impedido un entendimiento 
mutuo que ha producido un conflicto originado por la falta de comprensión. 
 
 Si no se toman medidas importantes y constantes para aumentar el entendimiento mutuo, el 
conflicto continuará y se multiplicarán los antagonismos.  A no ser que se comience por la educación 
básica mutua y se sigan otros pasos para entender las diferencias que existen en la interpretación del 
funcionamiento de las cosas en el mundo, o cómo deberían funcionar, no se podrá tener éxito en acción 
alguna que se inicie para comprender la naturaleza de la disputa actual ni tampoco para procurar un 
diálogo u otras modalidades de comunicación necesarias para lograr consenso.  Es verdad que el 
proceso de educación y comprensión mutua lleva tiempo y quizá requiera asistencia técnica, pero la 
necesidad es obvia.  Por otra parte, aparentemente no existen alternativas pacíficas u otras que sean 
aceptables, que se puedan aplicar al proceso. 
 
2. Incertidumbre acerca de la extensión de los derechos territoriales U'wa  
 
 Un factor que complica este caso es la incertidumbre, y a veces la confusión, que existe con 
relación a la los derechos territoriales de los U’wa. dentro del Bloque Samoré. Dentro del Bloque, les 
pertenecen a los U’wa tierras designadas como resguardo y reserva indígena.  El problema de 
incertidumbre no se relaciona a esas tierras, sino a áreas fuera del resguardo y reserva, pero siempre 
dentro del Bloque. 
 
 El marco jurídico vigente en Colombia incluye el concepto de territorio indígena, el cual abarca 
derechos basados en los patrones de uso y ocupación tradicionales indígenas y que puede existir dentro 
de una extensión geográfica más allá de las tierras incluidas en resguardos o reservas indígenas. Los 
derechos de los U’wa, correspondientes a su territorio,  pero fuera de su resguardo y reserva, pueden 
incluir derechos de posesión o de propiedad, semejantes a los derechos de que gozan dentro de su 
resguardo; derechos de acceso a recursos naturales en áreas no ocupadas exclusivamente por ellos, de 
acuerdo a patrones tradicionales; y poderes jurisdiccionales sobre el territorio. 
 
 Los U'wa y sus aliados han presentado pruebas de sus derechos territoriales fuera del área del 
resguardo y la reserva.  Además, basándose en estas mismas pruebas, los U’wa han solicitado una 
ampliación de su resguardo dentro de lo que es el Bloque Samoré.  Sin embargo, no se ha precisado 
oficialmente la extensión geográfica de los derechos territoriales U’wa dentro del Bloque, ni se ha 
resuelto la cuestión de la ampliación del resguardo. Mientras que siga esta indefinición en la tenencia de 



la tierra dentro del Bloque Samoré, será difícil seguir con cualquier actividad de aprovechamiento 
industrial de recursos naturales dentro del Bloque.  
 
3. Falta de claridad sobre el proceso de consulta 
 
  Se podría decir que gran parte del conflicto presente se debe a una falta de 
claridad en el proceso de consulta que, bajo las normas constitucionales y legales pertinentes, se 
requiere antes de aprobarse cualquier acto estatal que otorgue permiso para un proyecto de desarrollo 
que pueda afectar a un pueblo indígena. 
   
 Marco Normativo 
 
 Las instituciones competentes del Gobierno están trabajando para dar mayor claridad a los 
requisitos del proceso de consulta, a través de la elaboración de un decreto ejecutivo al respeto.  Esto 
es consistente con la obligación que tiene el Gobierno, bajo las leyes pertinentes, de responsabilizarse 
por el proceso de consulta con los pueblos indígenas, inclusive en aquellos casos en que el proyecto 
está siendo patrocinado  por una entidad privada.  
 
 Seguramente, los elementos de la consulta previa seguirán siendo objeto de discusión entre las 
partes interesadas. Sin embargo, consideramos que es importante señalar que, en las leyes ya vigentes,  
existen normas mínimas acerca de la consulta previa, las cuales deberán enmarcar cualquier esfuerzo de 
promoción actividades petroleras que puedan afectar a los U’wa. Todas las partes involucradas han 
reconocido y aceptado la existencia de normas constitucionales y legales que hacen obligatoria y que 
rigen la consulta. 
 
 Además es bien sabido que, aparte de sus dimensiones constitucionales y legales dentro del 
marco jurídico colombiano, el requisito de la consulta previa tiene base en obligaciones legales asumidas 
a nivel internacional.  El Convenio No. 169 de la Organización Internacional del Trabajo, aprobado por 
Colombia según la Ley 21 de 1991, establece que es  responsabilidad del Gobierno la consulta con los 
pueblos  indígenas en casos como el presente.  (Art. 15.2)  El Convenio hace explícito que las 
"consultas deberán efecturarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la 
finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas". (Art. 6.2) 
(enfatizando).  También afirma el Convenio que los "pueblos interesados deberán de decidir sus propias 
prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo . . . y deberán participar en la formulación, 
aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de 
afectarles directamente." (art. 7). 
 
 Una explicación de estas disposiciones del Convenio se encuentra en el documento de la OIT, 
Pueblos Indígenas y Tribales: Guía para la aplicación del Convenio No. 169 de la OIT (Ginebra, 196). 
 Según esta explicación, las disposiciones señaladas implican que los gobiernos, desde un inicio, deben 
llevar un proceso de consulta cuyo objetivo es la concertación con los pueblos indígenas sobre las 
decisiones que los impactan directamente.  Además, el proceso de consulta debe ser uno en el que los 
pueblos indígenas puedan participar  y ejercer  influencia en todas las fases en la toma de decisiones 



sobre proyectos relacionados con  sus tierras, incluyendo las fases iniciales en la que se elaboran los 
proyectos.  Esto no quiere decir que los pueblos indígenas tienen el derecho a vetar las iniciativas de 
desarrollo impulsadas por el Estado; sino que el objetivo de la consulta deberá ser la concertación. 
Cuando la concertación no es posible, la decisión sobre el proyecto de desarrollo cae en el Estado; 
pero si el Estado decide ir en contra de la posición indígena, deberá justificar su decisión y establecer, 
entre otras cosas, que el proyecto no viole la integridad cultural indígena sino que, más bien, los 
beneficiará. 
 
 Con respecto a la consulta, se trata en parte de una interpretación jurídica para ver  la 
aplicación de las disposiciones constitucionales y legales pertinentes.  Por otro lado, se trata de 
encontrar la mejor vía a seguir, cualquiera que sean los requisitos legales mínimos de consulta con los 
pueblos indígenas.  A juicio del Proyecto OEA/Harvard, no se puede superar el conflicto actual sin que 
el Gobierno asegure a los U'wa una mayor oportunidad de participación y de influencia en  las 
decisiones sobre la explotación  de petróleo que  pudiera afectarles.   
 
 
 
 
 Aspectos culturales de la consulta 
 
 La falta de claridad del proceso de consulta está complicada por la falta de comprensión 
intercultural.  Hasta ahora las consultas han estado en gran medida a cargo de representantes de 
Occidental de Colombia y de dirigentes y miembros de la comunidad U'wa.  Un representante de la 
comunidad U'wa manifestó que a pesar de la asistencia de los U'wa a las reuniones patrocinadas por 
OXY y de que había firmado un acuerdo formal, a su entender esas reuniones ofrecían la oportunidad 
de escuchar y no de tomar decisiones.  Según indicaron tanto él como otros líderes de la ONIC, para 
tomar decisiones sería necesario disponer de más información para evaluarla posteriormente.  Para 
participar de manera más efectiva, y para llegar a un acuerdo, los U'wa necesitarían contar con más 
información sobre el petróleo, tanto en lo que se refiere a los aspectos económicos como a los 
"culturales" de esa industria. 
 
 De manera similar, cuando los U'wa invitaron a representantes de los ministerios del Interior, 
Medio Ambiente y Minas y Energía, así como de Occidental de Colombia, a participar en un diálogo en 
su territorio, a su entender se trataba de un comienzo propicio para informar a otros sobre su cultura.  
Era necesario disponer de más tiempo para aproximarse a un entendimiento mutuo genuino.  Por lo 
tanto, tanto los U'wa como la ONIC, consideraron que no se dispuso de información apropiada ni del 
tiempo suficiente para tomar una decisión educada, por lo cual sería prematuro iniciar una negociación o 
aducir que se ha llevado a cabo un diálogo adecuado. 
 
 Por el contrario, los funcionarios de las compañías petroleras que dirigieron el proceso de 
consulta anterior, consideraron que las reuniones informativas realizadas habían sido suficientes y 
numerosas.  Tanto ellos, como los representantes del Ministerio del Interior, opinaron también que el 
acuerdo formal que firmaron los representantes del pueblo U'wa llevaba implícita la aprobación con lo 



cual se había cumplido con la obligación legal que les correspondía.  La opinión de las compañías, si 
bien fue disputada por la Defensoría del Pueblo, contó con el respaldo del Consejo de Estado.  Las 
empresas han indicado que no realizarán obras adicionales a pesar de que el gobierno les ha concedido 
su aprobación, hasta tanto se lleve a cabo otro proceso de consulta, no obstante lo cual la falta de 
claridad persistente es un elemento que complica las manifestaciones de buena voluntad. 
 
 Los funcionarios del gobierno están plenamente conscientes de que la falta de claridad del 
proceso de consulta constituye un impedimento serio.  Sin embargo, la colaboración entre los 
ministerios ha sido débil y no se ha convenido un acuerdo conducente a la creación de un proceso 
único, que sea mutuamente aceptable.  Se han iniciado acciones para coordinar la labor y elaborar un 
programa aceptable para todos, pero no se ha llegado a un acuerdo.  Este hecho ha dificultado y 
continuará entorpeciendo los esfuerzos que se realicen para solucionar los aspectos fundamentales del 
conflicto actual.  Por otra parte, la falta de un proceso de consulta que sea mutuamente aceptable 
creará complicaciones en los futuros programas de desarrollo de recursos naturales que se proponga 
realizar en resguardos indígenas, propiedad comunal, parques nacionales u otras zonas protegidas. 
 
 
 
 
4. Aclaración de otros aspectos críticos del conflicto 
 
 Se percibió también una ambigüedad e incertidumbre agudas en lo que se refiere a dos otros 
aspectos críticos afectando el manejo de la disputa, vale decir los conceptos de "diálogo" y 
"representación".  A continuación se presenta un análisis breve de cada uno. 
 
 
a. Diálogo 
 
 Todas las partes han indicado interés en mantener un diálogo no obstante lo cual difieren 
ampliamente las percepciones en lo que se refiere a la naturaleza, objetivo y resultados esperados de 
los intercambios de ideas.  A pesar de ello, las partes se han dividido en dos sectores bien definidos. 



1. Grupos que en la actualidad se oponen públicamente a las actividades petroleras en 
territorio U'wa . 
 
 Incluyen algunos sectores del pueblo U'wa, los líderes de la ONIC, otros sectores de la 
sociedad civil y algunos representantes y agencias del Gobierno colombiano.  A modo de ilustración, el 
vocero de los U'wa, Roberto Cobaria, ha manifestado que ellos desean informar al mundo, y en 
particular a la OXY, sobre su cultura y explicar la lógica que fundamenta sus creencias.  Los líderes de 
la ONIC han indicado que su oposición está fundamentada en los efectos negativos desde el punto 
social y ambiental de actividades petroleras anteriores en comunidades indígenas, o próximas a ellas, y 
varios han subrayado la necesidad de aprender más sobre la industria del petróleo. 
 
2. Grupos que actualmente respaldan públicamente las actividades petroleras en 
territorio U'wa  
 
 Estos grupos incluyen a las compañías petroleras nacionales e internacionales, varias agencias y 
ministerios del gobierno,  algunos sectores indígenas y no indígenas de la población local y  
representantes del gobierno municipal.  Algunos de los representantes de las compañías petroleras 
admitieron que existe la necesidad de limitarse a escuchar.  No obstante, muchos otros expresaron que 
el diálogo era un gran paso adelante hacia alguna clase de acuerdo en materia de explotación petrolera. 
 
 Por lo tanto, a pesar de que ha habido expresiones generales de interés en mantener algún tipo 
de diálogo, las posiciones difirieron en cuanto a la comprensión, objetivo, contenido y forma del diálogo 
y en algunos casos fueron contradictorias.  Esto indica que hay diferencias importantes, que en la 
actualidad no se pueden armonizar, entre los que perciben al diálogo como un ejercicio instructivo y de 
información y los que lo consideran como una herramienta para lograr un fin y por lo tanto, instrumental. 
 
c. Representación 
 
 La representación es un aspecto que ha suscitado considerable debate entre algunos de los 
observadores, interesados y los propios U'wa.  Mucho de ello se debe a que algunos de los U'wa y 
colonos vecinos, respaldan abiertamente las actividades petroleras porque consideran que son 
potenciales fuentes de empleo y de apoyo infraestructural.  Otros no piensan así.  También hay 
diferencias de opinión y de inquietud entre los U'wa con respecto a cuestiones tales como los efectos 
secundarios y regionales de la exploración petrolera, el desarrollo económico en general y los cambios 
sociopolíticos que traería consigo. 
 
 Esto ha producido una distinción entre lo tradicional y la transformación por asimilación cultural. 
 No obstante, se trata de una categoría que se debe imputar al público, vale decir es una distinción 
hecha por extraños.  Esa simple dicotomía no refleja la amplia gama de diferencias y opiniones que 
actualmente prevalecen en la sociedad U'wa y puede conducir a que se tenga la impresión de que ese 
grupo indígena carece de una estructura de gobierno de amplia base.  Esas distinciones y presunciones 
sociales tan pronunciadas han dado pie a que se haya acusado a las compañías petroleras de trabajar 
con algunos grupos de los U'wa para dividir o hacer perder legitimidad a sus oponentes.  En síntesis, la 



cuestión de la representación ha hecho que algunos grupos tengan una percepción cándida de la 
sociedad U'wa lo cual ha avivado el conflicto. 
 
1. Diferencias internas 
 
 En la sociedad U'wa, al igual que en otras, 1) es normal que haya discrepancia que lleve al 
debate, 2) varios interesados ajenos a los U'wa se han valido de las discrepancias y diferencias locales 
para justificar su opinión sobre los líderes U'wa, y 3) es sumamente difícil obtener consenso en épocas 
de turbulencia y falta de comprensión.  A pesar de ello, cabe señalar que esos desacuerdos no indican 
que el pueblo U'wa carezca de una estructura de gobierno. 
 
2. Estructura de gobierno 
 
 La principal fuente de organización interna emana de los ancianos, los werjaya.  Todos 
concuerdan en que los ancianos han ejercido, y continúan ejerciendo una autoridad considerable, que 
puede calificarse de máxima.  En general permanecen aislados del mundo exterior y cuando se llevan 
extraños a su presencia, sus opiniones son transmitidas por aprendices de werjaya.  En el pasado, las 
opiniones se expresaban en reuniones tradicionales que eran convocadas por los ancianos. 
 
 Esas estructuras informales se formalizaron más recientemente.  A finales de los años setenta y 
comienzos de los ochenta, los U'wa procuraron obtener el reconocimiento legal de su territorio frente a 
la amenaza del avance de los colonos y crearon una junta de gobierno local, o cabildo, para tratar los 
asuntos relacionados con la tierra. 
 
 Durante la década del ochenta, la Organización Nacional Indígena de Colombia tomó medidas 
para consolidar los grupos indígenas del país.  Entraron a territorio U'wa y los instaron a que 
fortalecieran el sistema de cabildo como estructura de gobierno.  Se consideró que se trataba de un 
sistema representativo esencial por cuyo conducto los U'wa, al igual que otras organizaciones indígenas 
del país, encaran asuntos ajenos a la comunidad.  Este es el órgano que atiende no sólo lo concerniente 
a la ONIC sino, también, lo que se relaciona con el mundo exterior en general. 
 
 Las comunidades nombran representantes que viajan a la municipalidad local adonde el Alcalde 
Municipal los reconoce como representantes legales.  Los representantes no sustituyen a los ancianos 
sino que actúan como complemento de los dirigentes tradicionales y se desempeñan como 
representantes en las relaciones con el mundo exterior.  Las decisiones finales las toman los ancianos. 
 
 Los U'wa han procedido a formalizar la estructura interna tradicional y a vincularla con el 
sistema de cabildo por medio de la formación de la Asociación de Cabildos y Autoridades 
Tradicionales Indígenas U'wa que establece un nexo entre los Werjaya, los cabildos locales, el Cabildo 
Mayor y la comunidad U'wa.  En la actualidad, Roberto Cobaria es el Presidente del Cabildo Mayor y 
el vocero principal de la Asociación.  En síntesis, existe una estructura formal y reconocida de liderazgo. 
 
d. Percepción de las compañías petroleras como forma de gobierno 



 
 El hecho de que a menudo los U'wa tratan directamente con representantes de la OXY ha 
profundizado la falta de comprensión que resulta de las marcadas diferencias culturales y hace que 
aquéllos encuadren sus preocupaciones en función del papel de la compañía.  En algunos casos se trata 
de una acción adecuada, pero en algunos aspectos críticos, ni la OXY, ni otra empresa petrolera 
nacional o internacional, es la instancia adecuada para tomar decisiones o interponer recursos.  Esto es 
particularmente evidente, grave y urgente en dos ámbitos que son responsabilidad del gobierno, a 
saber, 1) clarificación de los derechos territoriales y a los recursos, y 2) clarificación del proceso de 
consulta. 
 
 Con fundamento en las observaciones que se han examinado, el Proyecto OEA/Harvard en 
Colombia recomienda que se tomen las medidas que se enumeran a continuación: 
 

Recomendaciones 
 
1. Una declaración de las compañías petroleras comprometiéndose a suspender la 
ejecución de sus planes para la exploración o explotación de petróleo dentro del Bloque 
Samoré, como un paso inicial para crear mejores condiciones para cualquier eventual reinicio 
de las actividades petroleras dentro del Bloque. 
 
 Este compromiso de suspender la ejecución de actividades petroleras es un paso esencial para 
eliminar el ambiente de conflicto que existe entre las partes y para empezar a crear mejores condiciones 
de comprensión mutuas.  Este compromiso deberá hacerse inmediata e incondicionalmente. 
 
2.  La normalización del proceso para la ampliación del resguardo U’wa . 
 
 Aunque el concepto de territorio indígena existe en adición a la de resguardo o reserva como 
una afirmación de derechos a la tierra, es evidente que la elaboración de un resguardo formal 
representaría más seguridad y claridad sobre estos derechos.  El pueblo U’wa ha solicitado una 
ampliación de su resguardo, apoyado por un estudio elaborado por un equipo técnico de la Universidad 
Javeriana.  Este estudio ha sido entregado al INCORA, y su validez no parece haber sido cuestionada. 
 Sin embargo, por varios factores, existen percepciones que la solicitud de ampliación del resguardo 
U’wa se ha  estancado como una forma de  presionar a los U’wa.   Es importante eliminar estas 
percepciones y avanzar con la consideración de la ampliación del resguardo U’wa sin injerencia 
negativa sobre los esfuerzos de explotación petrolera. 
 
3. Una moderación en la retórica pública de las partes. 
 
 En particular, se deberá abstener de hacer cualquier mención que vincule a los que se han 
opuesto a las compañías petroleras con la guerrilla o con el narcotráfico.  Tales declaraciones no solo 
sirven para agravar tensiones, sino que también pueden poner en peligro las vidas de todos lo que 
simpatizan o abogan por los U’wa.  Por otro lado, las partes  opuestas a las compañías petroleras 
deberán tener cuidado en la formulación de sus interpretaciones sobre los hechos y sobre las 



intenciones de las otras partes, para asegurar que sus comunicaciones tengan una base válida y que sus 
interpretaciones estén bien fundamentadas. 
 
4. Reconocimiento y respeto para el sistema U’wa de autoridad y liderazgo. 
 
 El Pueblo U’wa goza de un sistema de autoridad y liderazgo basado en su cultura y larga 
tradición.  Este sistema deberá ser respetado durante  cualquier intento de acercarse o relacionarse con 
los U’wa.  De existir diferencias de opiniones o posiciones entre los U’wa,  deberá permitirse que éstos 
se solucionen dentro del  sistema de autoridad de los U’wa.  Si se intenta una relación con los U’wa 
ignorando su sistema político y cultural tradicional ello solo puede aumentar las tensiones y crear 
confusión. 
 
5.  Concretización de un proceso de consulta bajo la responsabilidad del Gobierno 
colombiano. 
 
 Cualquier reinicio de actividades de aprovechamiento petrolero dentro del Bloque Samoré sólo 
podrá efectuarse previa consulta  con los U’wa, quienes son los que podrían ser afectados por tales 
actividades aun cuando no ocurran dentro de su territorio.  La consulta, por supuesto, deberá realizarse 
dentro de un proceso establecido por el Estado de acuerdo a las normas legales pertinentes, en 
particular las incluídas en la Constitución y el Convenio No. 169 de la OIT. 
 
 Dadas las circunstancias particulares de este caso, las consultas con los U’wa podrían dividirse 
en dos etapas: 
 
 a.   Una primera etapa, que se podría iniciar en  un futuro próximo, estaría relacionada con un 
reinicio de actividades petroleras fuera del territorio U’wa, entendiéndose por territorio no solo el 
resguardo y la reserva U’wa sino también la totalidad de su hábitat tradicional de acuerdo a las leyes 
pertinentes.  El objeto de esta consulta sería:  (1) la concertación con los U’wa sobre la extensión 
geográfica del territorio U’wa, lo que a la vez identificaría el área fuera de la cual se podría levantar la  
suspensión de actividades petroleras; y  (2) la elaboración de medidas para evitar causar daño a los 
U’wa que de otra manera podría resultar la suspensión de las actividades petroleras {OJO] reiniciadas 
en el Bloque Samoré. 
 
 El proceso de demarcación territorial dentro de esta consulta podría o no tener un carácter 
oficial más allá del propósito aquí especificado.  De cualquier modo, la consulta al respecto podría 
servir como un marco inicial de reencuentro y cooperación sobre intereses mutuos de las partes. 
 
 b.  Una segunda etapa de consulta  podría realizarse,  en un futuro más lejano cuando se 
considere apropiado reiniciar gestiones para actividades petroleras dentro del territorio U’wa.   Esta 
consulta abarcaría todas las fases de decisión sobre cualquier iniciativa o propuesta para tales 
actividades y tendrá como objetivo:  (1) lograr el consentimiento de los U'wa para las actividades 
propuestas dentro de su territorio; (2) definir las medidas para mitigar cualquier impacto negativo de las 



actividades, y en particular, establecer los mecanismos de protección ambiental y cultural; y (3) 
concertar con los U'wa los beneficios que recibirían de las actividades petroleras. 
 
 Para realizar esa labor en ambos niveles, es fundamental que se disponga de un 
acuerdo amplio entre los ministerios y que se aclare el proceso.  En la actualidad se perciben 
dificultades que no permiten que los ministerios adelanten en la elaboración de un acuerdo 
que sea mutuamente aceptable y la formulación posterior de un decreto. 
 
 Como medida inmediata para resolver el impase, podría establecerse una “comisión 
especial” a nivel presidencial a la que se confiera facultad de ejecución.  En el caso de que se 
establezca una comisión de esa índole, u otra similar, y dependiendo de que se presente una 
solicitud y se disponga de los fondos y el personal necesarios, el Proyecto OEA/Harvard 
estaría dispuesto a asesorar en el diseño y prestar el respaldo técnico que se requiera para 
adelantar la labor del proceso de consulta. 
 
6. Preparación y asistencia técnica para los U’wa en cualquiera consulta que se realice 
con ellos. 
 
 Antes del inicio de cualquiera consulta con los U’wa, el Estado colombiano deberá asegurar 
que los U’wa tengan suficiente preparación para evaluar y decidir sobre el asunto de la consulta. En 
este contexto se debe reconocer el papel de apoyo que ha brindado la ONIC a los U’wa, y que 
pueden seguir brindando, si así lo desea el pueblo U’wa. 
   
 De la misma manera, los U’wa deberán contar con una asistencia técnica adecuada e 
independiente de cualquir otro interés que pueda estar en conflicto con los intereses de los U’wa.   Las 
formas de asistencia técnica a este nivel deberán incluir, como mínimo, profesionales con 
experiencia en 1) el análisis del impacto ambiental y social, 2) ingeniería petrolera, 3) 
economía del petróleo, y 4) respaldo legal de experiencia similar.  Se entiende que este 
respaldo será independiente de la información que ofrezcan las compañías nacionales e 
internacionales y por lo tanto requerirá autonomía institucional y respaldo económico 
independiente. 
 
1. La creación de un programa para promover una mayor comprensión mutua  entre las 
partes.  
 
 Mientras  el Gobierno mantenga  interés en estudiar o impulsar el aprovechamiento del petróleo 
en el Bloque Samoré en asociación con la OXY y la Shell, será importante fomentar la comprensión 
mutua entre  las partes interesadas.  Para estos fines recomendamos que se prepare un programa que  
facilitar este entendimiento. Tal programa deberá ser diseñado con la participación, concertación, y 
aprobación final de los varios sectores indígena, petrolera y gubernamental. 
  
Deberá contemplar por lo menos los siguientes aspectos: 
  



1. seminarios sobre temas pertinentes en los que participen representantes de las compañías 
petroleras, el gobierno, los U'wa, la ONIC, y otros; 

   
2. visitas conjuntas a lugares en Colombia y otros países, que puedan servir como muestra de un 

impacto negativo de la industria petrolera, así como visitas a lugares que puedan señalarse 
como ejemplo de impacto positivo; 

 
3. asistencia técnica para las compañías petroleras y al Gobierno en cuestiones de derechos y 

culturas indígenas; 
 
4. asistencia técnica para los U’wa y la ONIC sobre cuestiones de la industria petrolera y 

mecanismos de desarrollo económico basados en ejemplos de comunidades indígenas en otras 
partes del mundo.    

 
 Además, para cualquier trabajo petrolero que se realiza fuera o dentro de resguardos indígenas 
se puede anticipar situaciones similares al actual Caso Samoré. En anticipación de estos conflictos se 
recomienda  la creación de un mecanismo social que pueda responder con métodos preventivos antes 
de que una controversia de este tipo aumente y/o llegue a violaciones de derechos o a la violencia. 
Utilizando métodos probados en otras áreas de conflictos similares, y contando con los fondos 
necesarios para su ejecución y la aceptación de los  grupos, el Proyecto OEA/Harvard estaría 
dispuesto a ayudar en la planificación, desarrollo e implementación de un proyecto diseñado a dotar a 
las partes de herramientas para la prevención y resolución pacífica de conflictos.  
 
 El  programa podría incluir: 
  
5. talleres de capacitación para el análisis y manejo de conflictos;  
6. talleres de capacitación preliminar para el desarrollo de diálogos y programas de educación 

mutua; 
7. talleres conjuntos y diálogos para la resolución de problemas específicos ("joint problem-solving 
workshops"). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


